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INTRODUCCIÓN e HIPÓTESIS PLANTEADA
En este breve trabajo intentare afianzar la fuerte relación de tutela constitucional que rigen actualmente en materia de consumo, pilar general de los denominados nuevos derechos y en donde se insertan nuevas garantías de protección al individuo particular frente a una relación disvaliosa y poco igual como es la que se da con los empresarios o vendedores.

Inspirado por la prelación normativa que rige nuestro ordenamiento jurídico actual, tomare como base nuestra Constitución Nacional, en especial lo referido a la protección de usuarios y consumidores como nueva categoría de legitimados (art. 42), la normativa internacional que rija en materia de contratación masiva, la legislación nacional en materia de consumo ( Ley 24.240, en especial lo referido al análisis de su articulo 4°) y a la novedosa ley denominada CODIGO PROVINCIAL DE IMPLEMENTACION DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS de la Provincia de Buenos Aires ( Ley 13.133), en lo referente a su titulo V.

Mi hipótesis versara entonces en afianzar la idea de la obligación de información que pesa sobre aquellos órganos que se dediquen a la venta comercial y como hoy en día, utilizando la sintaxis acerca de las prerrogativas y obligaciones que tienen los padres para con los hijos en el derecho de familia, es decir, los denominados derechos- deberes, podría utilizarse también esta significación al hablar de dicha relación de consumo, basada en el derecho de los usuarios de conocer los datos necesarios y pertinentes a la hora de recibir la oferta determinada, evitando actos maliciosos, simulados o, simplemente viciados en su perjuicio, y el deber jurídico que conlleva la realización de una actividad comercial destinada a la venta de bienes y cosas.

En síntesis, si la relación de consumo nos presenta su propio universo jurídico, el cual se autoabastece a partir de sus pautas, criterios y principios, estableciendo fundamentos propios y bases específicas; naturalmente afectará principios generales del ordenamiento jurídico, principios que dábamos por sentados y que a veces se constituyen como pilares de nuestro razonamiento jurídico.
ASPECTOS CONSTITUCIONALES DEL CONSUMO

La incorporación de los derechos de usuarios y consumidores cruzo tres líneas ideológicas en la Constitución Nacional, a partir de las obligaciones impuestas al Estado.
El rasgo liberal quedo impreso en el deber estatal de asegurar la competencia, impidiendo al distorsión del mercado, controlando los monopolios naturales o legales; y en el de asegurar la calidad y eficiencia de los servicios públicos, sancionando, para ello, los marcos regulatorios.

La veta social impuso a las autoridades el proveer a la constitución de asociaciones de usuarios y consumidores y a la educación de los mismos.

La línea de intereses difusos consagro la participación de las asociaciones de usuarios y consumidores en el trazado de los marcos regulatorio de los servicios públicos de competencia nacional y, en especial, reconoció a aquellas asociaciones la legitimación activa necesaria para interponer la acción de amparo en defensa de sus derechos.

Como dice Maria Angélica Gelli, en la interpretación del alcance del artículo 42 deben tomarse en consideración otras dos normas en especial: los artículos 43 y 75 inciso 19 referidos, respectivamente, al amparo y a la atribución- deber del Congreso de mantener el valor de la moneda.

El citado 42 de la norma fundamental se propone establecer tres propósitos fundamentales: la protección del consumidor, las garantías a los competidores y la transparencia del mercado.

Los medios habilitados por la constitución para la salvaguardia de los usuarios y consumidores, de los competidores económicos y de la transparencia del mercado, comprenden las acciones privadas que tienen derecho a emprender las personas físicas y las jurídicas y las acciones publicas a que están obligadas las autoridades.
Entre las acciones privadas podemos encontrar el derecho a peticionar a las autoridades para que ellas arbitren los medios de protección adecuados, la libertad de expresión con un fin idéntico, el derecho de crear y asociarse a asociaciones de defensa de sus derechos, la facultad de iniciar acción de amparo cuando vean restringidos sus derechos de forma inminente sin posibilidad de reparación ulterior, entre otros.

Como acciones publicas, corresponde al Poder Legislativo dictar leyes de defensa de la competencia, de control de los monopolios, de resguardo en la calidad y eficiencia de los servicios públicos y de establecer los marcos regulatorios adecuados para que cumplan sus fines lícitos y de interés general a que están llamados. Corresponde entonces a la Administración nacional o local controlar el cumplimiento de dicha legislación a través de sus organismos creados a tal efecto, con el debido control judicial que la norma y el principio de división de poderes marca.

Como segundo postulado se prevé la atribución de las autoridades publicas a la educación del consumidor, la publicidad y la propaganda, siempre que no genere tendencia a determinada publicidad quebrantando la legislación sobre competencia. La prudencia estatal debe extenderse a las relaciones con los organismos no gubernamentales de defensa de los consumidores sin desviar el verdadero sentido de la contribución financiera que establece el artículo 62 de la ley 24.240.

A su vez, el artículo 38 segunda parte de la constitución provincial reza: la provincia proveerá a la educación para el consumo, al establecimiento de procedimientos eficaces para la prevención y resolución de conflictos y promoverá la constitución de asociaciones de usuarios y consumidores. Dicho articulo tiene su origen en la Convención Reformadora de 1994 (Diario de Sesiones, 16ª Sesión, Pág. 2037 y 17ª Sesión, Págs. 2197 y 2198) y su antecedente normativo es el inciso tercero del articulo 4º de la ley 11.488.
El contenido de este artículo tiene una importancia fundamental para el funcionamiento de la economía de mercado. Por ello, resulta necesario que el criterio de libertad empresaria y de producción, resulte equilibrado con los derechos sociales, que evite el desarrollo de un sistema liberal en el cual no tengan aplicación los principios de competencia y erradicación de monopolios y proliferen en cambio las conductas especulativas.

En cuanto a la disposición relativa a la constitución de asociaciones de usuarios y consumidores, si bien no otorga ningún alcance especial ni legitimación procesal alguna.
LA CONTRATACIÓN EN LA LEY DE DEFENSA DEL CONSUMIDOR

La ley de defensa del consumidor surge como corolario de una lucha sistemática de muchas décadas en donde se busco garantizar los derechos mas allá de los denominados intereses simples o legítimos, para pasar a una nueva categorización, que se encontraría expresa en las leyes pero que siempre ha estado implícita, sobre todo en lo que atañe al consumo y la defensa del medioambiente.

La ley 24.240 vino a poner fin a dicha incertidumbre tacita para dotar de una fuente de mayor peso legal a esta situación factica. Posteriormente la ley 26. 361 del 2008 la reforma en varios de sus aspectos para ampliar aun mas el universo de protección. Una de las reformas más importantes es la que me convoca en dicho trabajo.

La obligación de informar es necesario entenderla dentro del principio de transparencia que debe regir en las relaciones patrimoniales intersubjetivas; ello lleva a admitir que dicha obligación no se encuentra alcanzada solamente por el derecho del consumo, sino que pertenece a un contexto mas amplio, aunque es en este marco donde ha tenido su mayor auge, marcando definitivamente la relación de contratación, sobre todo entre los particulares y las empresas destinadas a la venta y producción de bienes y servicios.
La transparencia como principio implica un método eficaz para desterrar las cláusulas abusivas o sorpresivas que el consumidor no puede advertir prima facie al momento de contratar. A su vez, es un valor del desarrollo del mercado, el cual reclama altos niveles en la información de los consumidores. La finalidad de lograr niveles adecuados de transparencia no se obtiene solo con agudizar el deber de información en cabeza del proveedor de bienes y servicios en la relación singular para con el consumidor, sino que seria necesario implementar políticas que incrementen niveles informativos del consumidor medio.

El régimen de contratación del consumidor tiene por finalidad la defensa de los intereses económicos del mismo, de modo que éste no se vea defraudado en la decisión que tome, es decir, que el precio que pague por una prestación se ajuste a las expectativas que un consumidor razonable tenga de dicha operación negocial. El consumidor debe contar con información necesaria como para definir el producto o servicio que mejor se ajusta a sus necesidades y, luego para poder comparar adecuadamente las ofertas similares del mercado. Por otro lado, puede encontrarse una relación directa entre información y seguridad, que acarrea la interiorización al consumidor de las condiciones de uso, materiales que componen el producto, enumeración de riesgos habituales, etc. 

El principio de gratuidad de la información es inexistente, porque aunque la norma mas allá de prohibir la exteriorización de cargos específicos por accesos a información detallada de uso o de las características de un producto tampoco impide que en el precio del producto se incluyan los costos globales de su proceso industrial de producción, sus costos de comercialización, entre otros.
Dicho deber de información pesa sobre el proveedor de bienes y servicios desde que oferta sus productos al mercado, y en cada oportunidad de contacto con sus potenciales compradores. En la etapa precontractual, el objetivo es que el consumidor preste un consentimiento claro. Superada dicha etapa, se requiere información para al ejecución del contrato. 

El acto publicitario es una oportunidad de contacto entre el oferente de bienes y el consumidor, por lo tanto la publicidad funciona aquí como el vehiculo de la información, aunque no en todos los casos se de de la misma manera.

Naturalmente, quien esta en mejores condiciones para determinar la información idónea en cada caso es el fabricante, pero ello no descarta la participación de otros integrantes de la cadena, como distribuidores o comercializadores, en el deber de informar.
El contenido del deber de información básico debe contener la descripción objetiva del producto o servicio que se comercializa, indicando su utilidad. Asimismo, debe informarse sobre las condiciones de la operación económica, la modalidad jurídica empleada para transferir un bien o servicio, el precio, su forma de pago, si existe financian y las condiciones de la misma y, en su caso, si existen o se determinaran luego terceros ajenos a la contratación.

Conforme la pauta del comportamiento contractual de buena fe, es dable poner en cabeza del profesional un conocimiento de su mercado potencial tal que lo conmine a una selección de la información adecuada a suministrar en forma objetiva sus productos ofrecidos. Dicha obligación debe ser juzgada a la luz de lo normado por el artículo 909 del Código Civil, no solo por la confianza que genera un oferente en el mercado, sino también por que su profesionalismo lo pone en condiciones de prever las deficiencias informativas de un contratante medio de sus productos.

El derecho de información que se le otorga al consumidor atiende a la desigualdad de conocimiento que estos tienen frente a los proveedores sobre los productos y servicios que comercializan. Los proveedores conocen las características y particularidades de los bienes y servicios que colocan en el mercado.

En definitiva, se consagra el derecho subjetivo del consumidor o usuario a ser debidamente informado sobre la naturaleza y demás características de los bienes y servicios que adquiere. La finalidad que persigue es permitir que el consentimiento que presta el consumidor a contratar por un producto o servicio haya sido formado reflexivamente. A la hora de contratar, el consumidor con el proveedor, la posición jurídica de este es claramente privilegiada con respecto a la de aquel, por su conocimiento sobre la materia objeto del contrato.
La única forma de equilibrar las posiciones es obligando a los sujetos que enumera el articulo a que, antes de concluir el contrato, informen al consumidor de lo relevante en cuanto a características esenciales.
El deber de información, además de recaer sobre el consentimiento del consumidor, protege aspectos importantes de la ejecución del contrato. Adquirido el producto o contratado el servicio, el consumidor o usuario debe ser informado.
Al respecto, la provincia de Buenos Aires ha tenido un gran avance en materia tutelar, implementando el Código Provincial de Implementación de los derechos de Usuarios y Consumidores bajo al ley 13.133.
El proyecto de ley del senador Marelli, que fue devuelto con modificaciones luego de arduos debates parlamentarios se hizo realidad en el año 2003. Al respecto el senador Marelli en la sesión del Senado de la Provincia del día 6 de Noviembre de 2003 expresaba:

“Sr. MARELLI.- Señor presidente: no vamos

a entrar en consideraciones sobre el

contenido ni en cuestiones técnicas del

presente proyecto, debido a que el mismo ha

tenido un debate muy profundo durante

todo este año, no solamente en el recinto del

Senado de la Provincia, sino también en

otros ámbitos.

Esta Honorable Cámara ha convocado, en

su momento, a las distintas instituciones

interesadas en el tema, y hemos realizado un

congreso que ha tenido características

internacionales. Recordemos, por ejemplo,

el paso por aquí de los licenciados del Estado

de San Pablo, que es uno de los estados

más avanzados en legislaciones de estas

características.

Más allá de la sanción que había tenido

en este recinto, la Honorable Cámara de

Diputados también lo tomó como propio y

realizó modificaciones en su estudio,

consultando permanentemente con

nosotros, modificaciones con las cuales

hemos estado de acuerdo.

Hoy podemos tener la tranquilidad que es

justamente la provincia de Buenos Aires, el

primer Estado de nuestra República, que no

cuenta con una ley regulatoria sobre el tema

de la defensa de usuarios y consumidores, sino

que cuenta con un Código de Defensa de

Usuarios y Consumidores que es superador,

hoy, de la legislación nacional, y ya están

comenzando a mirar y analizar su contenido.

Por lo tanto, lo que nos queda es conjugar

el verbo “agradecer”, y agradecerle a la

Honorable Cámara de Diputados el

enriquecimiento que le ha hecho a este

proyecto de ley.

También quisiera agradecer al bloque de

concejales justicialistas del Concejo

Deliberante de la ciudad de La Plata, por

cuanto colaboró profundamente en el texto

del régimen municipal, como asimismo a la

Comisión de Usuarios y Consumidores de

esta Honorable Cámara, presidida por el

señor senador Courtial, que desde un primer

momento lo tomó como propio y, mes a mes,

lo fue enriqueciendo hasta lograr hoy darle

una sanción definitiva.

Por lo tanto, para mí es un orgullo, sobre

todo en la última sesión en que termina mi

mandato como senador en este período -

claro está, porque pienso volver-, pedir que

acompañen con el voto favorable el presente

proyecto de ley en tratamiento.” 

El Capitulo V de esa ley se encarga de acentuar el tema en cuestión, previendo que la autoridad de aplicación deberá ejecutar programas de divulgación pública sobre los derechos de los consumidores y usuarios, las normas vigentes, así como también las vías para reclamar en caso que sus derechos se vean vulnerados. Así también deberá instar a organismos públicos, asociaciones de consumidores, empresarios y medios de comunicación, a divulgar programas de información al consumidor, organizando su capacitación.
Asimismo, se propone el fomento de las investigaciones y publicaciones técnicas y científicas sobre defensa del consumidor, divulgación de la doctrina jurídica y jurisprudencia de la materia.

Como propósito especifico, busca garantizarle al ciudadano que la información este destinada a alcanzar a todos los sectores de la población, formulando campañas especiales para alertar sobre los riesgos que implican determinados productos sobre la salud y seguridad. Se busca estimular el consumo sustentable y desalentar el consumo del tabaco, los excesos en el consumo de bebidas alcohólicas, la automedicación y cualquier otro tipo de adicción.

Finalizando, y no por ello menos importante, se encarga de crear una obligación a aquellos comerciantes de bienes y servicios a que exhiban en sus locales comerciales conforme a las ordenanzas de cada municipio, un cartel perfectamente visible en un lugar destacado que contenga:
a. El enunciado de los derechos del usuario y consumidor, a saber:

- protección de la salud y la integridad

- protección de los intereses económicos
- información adecuada y veraz

- libertad de elección
- condiciones de trato digno y equitativo

- educación para el consumo

- calidad y eficiencia de los servicios públicos
- constitución de asociaciones de consumidores y usuarios

- procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos

Como se podrá observar al lista no es para anda taxativa, pues los derechos de usuarios y consumidores nunca podrán ser limitados, sino que su universo es amplio y de constante crecimiento.

A su vez, también deberán indicar el domicilio y teléfono de las Autoridades Provinciales y Municipales competentes para recibir cualquier consulta o reclamo relacionado con los productos o servicios que comercializan.
EL  DERECHO-DEBER DE INFORMACIÓN 

La institución del derecho- deber ha sido utilizada en el derecho civil y, sobretodo, en el derecho de familia, para reforzar los derechos y obligaciones que tienen los padres sobre los hijos, es decir, lo que  comúnmente se denomina patria potestad.
En este caso me permito realizar una analogía práctica para trasvolar el concepto al derecho de la contratación y, mas específicamente, al derecho de los usuarios y consumidores.

Es importante destacar que la defensa del consumo y, sobre todo, el proceso informativo que debe existir necesariamente para cumplir con los presupuestos legales.

Es necesario destacar que ciertas legislaciones requieren, en sus modalidades contractuales, ciertos datos del consumidor que resultan relevantes a la hora de su vida y perfeccionamiento. Así, podemos encontrar en la ley 17418 que regula el contrato de seguros, que las declaraciones falsas o ausencia de ellas constituyen reticencia y, consecuentemente, nulifican el contrato.

El contrato de medicina prepaga requería que el consumidor declare sus enfermedades y dolencias preexistentes, aunque ello ha quedado derogado con la sanción de la reciente ley de medicina prepaga que elimino la enfermedad preexistente como requisito de no admisibilidad.
Como vemos, en ciertos aspectos, el consumidor tiene una suerte de deber jurídico de informar e informarse, sin dejar de lado el principal postulado de este trabajo que es la defensa de a información como derecho.
ALGUNOS CASOS RELEVANTES…

La protección del derecho del consumidor a ser informado se va abriendo paso en los tribunales en las últimas décadas a partir de su consagración expresa en la constitución de 1994. Al respecto, y a modo ejemplificativo, podemos citar los siguientes fallos en su orden cronológico:
En Castro contra Editorial Perfil del 29 de Diciembre del 2009, la Sala K de la Cámara Nacional Civil dijo: …en cuanto al fundamento de esta responsabilidad especial del fabricante, o producto o prestador de servicios, frente al consumidor, que reviste, evidentemente, la condición de parte débil de dicha relación, si bien el tema no se encuentra totalmente resuelto en doctrina, hay una fuerte tendencia de creer ver dicho fundamento en al manifiesta declinación del principio del alcance relativo de los contratos, quebrantamiento que no es sino una resultante de reconocer el fenómeno de globalización contractual originado en al forma en que las empresas desarrollan sus actividades en las sociedades post-modernas. Tocante al tema de la información y publicidad, la responsabilidad del anunciante o prestador de servicios, aunque no medie una relación contractual con el consumidor, provendrá de una acción directa, de naturaleza contractual, que le permitirá al consumidor exigir al anunciante -con quien no contrato- el “cumplimiento de las mencionadas precisiones” o bien, en su caso, el resarcimiento de los daños que “el incumplimiento de las mismas le haya ocasionado”… Resulta a todas luces evidente la derogación del “principio de la eficacia relativa del contrato” pues el legislador, a fin de garantizar una tutela eficiente contra la publicidad engañosa y de resguardar la confianza de los consumidores, ha tenido en cuenta que si bien desde una perspectiva formal consumidor-anunciante pueden presentarse como terceros, dentro de la realidad negocial de la cadena de distribución de bienes y servicios, constituyen los auténticos “interesados”.
En Martínez Marisol contra Carrefour Argentina S.A. del 30 de Agosto de 2007, la Sala F de la Cámara Nacional Civil dijo: La publicidad de un concurso y la difusión de sus bases, condiciones y reglamentos, deben ser transparentes y reflejar realmente la oferta —ley 22.802, decreto 1153/97 del Poder Ejecutivo Nacional y resolución 89/98 de la Secretaría de Industria, Comercio y Minería— y si por algún motivo se invita o tienta al público participante acudiendo a una publicidad que no refleja claramente las pautas de la oferta, deberá el organizador asumir aquellas consecuencias… El organizador de un concurso no puede eximirse de responsabilidad ante quien resultó ganador mas no pudo disfrutar del premio por ser menor de edad, toda vez que la publicación efectuada en un diario fue poco clara desde que el premio dirigido a los niños —en el caso, viaje a Disney— con gran espacio publicitario, mientras que el texto de las bases y condiciones lo fue en letra pequeña, sin interlineados, lo cual tornaba difícil su lectura.  Es procedente indemnizar el daño moral sufrido por un menor de edad a causa del incumplimiento evidenciado por el organizador de un concurso al no entregarle el premio que consistía en un viaje —en el caso, a Disney—, ya que la frustración de aquél pudo generar tal demérito, máxime cuando la publicidad estaba dirigida a los menores. 

En Pierini Mauro contra Banco Santander del 26 de Febrero de 2009 la Cámara Federal de Apelación de General Roca se expreso sobre el tema y al respecto rezo: Corresponde sancionar a un banco por violación a los arts. 4 y 19 de la Ley de Defensa del Consumidor debido a la deficiente información brindada a un cliente, quien creyó haber contratado un paquete que lo eximía de pagar los cargos por renovación de su tarjeta de crédito, pues, se encuentra acreditado el desconocimiento por parte del usuario de las de las condiciones pactadas, ignorancia que obedece a la propia incuria de la entidad, quedando consumada dicha omisión al momento de la contratación, vicio que no puede ser purgado por el posterior "conocimiento" del cliente… Entiendo que la infracción al deber de suministrar información veraz, detallada, eficaz y suficiente, se encuentra reconocido por la propia sumariada y a ello corresponde que nos atengamos. Es que si consintió devolver el cargo que cobró a la primera renovación porque el cliente "no sabía" que correspondía el pago, debe asumirse que tal ignorancia, para el banco, no obedeció a la incuria del cliente sino a la propia. De otro modo no veo como es que aceptó tal desconocimiento como factor legitimante del reintegro. Lo que sucedió en años posteriores es estéril para revertir este aserto, porque la omisión de informar quedó consumada al momento de contratar y el posterior "conocimiento" del cliente no purga el vicio existente el momento de contratar. Tan así es que hasta el propio banco dice que si no devolvió el concepto en períodos posteriores fue porque Pierini no lo reclamó, afirmación que encierra otra evidente: de haber reclamado, se habría devuelto. Pero, en este caso, tal reintegro siempre hubiera obedecido a la causa fuente inicial: la ausencia de informar ese detalle al cliente al tiempo de contratar los servicios. Con este razonamiento concluyo, rápidamente, en la existencia del déficit de información. Y lo convalido al examinar el instrumento suscripto por el usuario, corriente a fs. 37, en donde se detallan los distintos "paquetes" pero no se individualiza, precisamente, el que se contrató en esa ocasión. Hubo entonces falta de información y, por lo tanto, la sanción resulta procedente. 

Por ultimo, es de destacar el fallo Telecom contra DNCI del 18 de Junio de 2009, la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, en donde se resalto: Corresponde revocar la resolución que impuso una multa por violación al art. 4 de la ley 24.240, a una servidora de Internet que se limitó a remitir un "modem" por correo a un cliente, cuando se había comprometido a enviarle un técnico para su instalación, pues no existió una equívoca o errónea información del servicio que se iba a prestar, sino una deficiente atención de la prestación que el usuario había contratado. El art. 4 de la ley 24.240 tutela la etapa primigenia de la relación de consumo durante la cual el usuario está valorando las características del producto o servicio y "las condiciones de su comercialización", por lo que la deficiente información que se hubiera incurrido en el curso del contrato no queda subsumida en la norma. Corresponde revocar la resolución que impuso una multa por violación al art. 4 de la ley 24.240, a una servidora de Internet que se limitó a remitir un "modem" por correo a un cliente, cuando se había comprometido a enviarle un técnico para su instalación, pues no existió una equívoca o errónea información del servicio que se iba a prestar, sino una deficiente atención de la prestación que el usuario había contratado. 

Ello de ningún modo completa el plexo judicial sobre el tema, sino que resalta algunos temas de interés que fueron abordados por los judicantes a la hora de pronunciarse sobre el tema.
EL DEBER DE INFORMACION EN EL MERCOSUR

El derecho del consumidor a recibir una información adecuada ha sido explícitamente consagrado a nivel universal, por las Directrices sobre Protección del Consumidor aprobadas en 1985 por las Naciones Unidas (art. 3 inc. 3): el acceso de los consumidores a una información adecuada, que les permita hacer elecciones bien fundadas, conforme los deseos y necesidades de cada cual.

En los países del Mercosur sólo cuentan con leyes vigentes en la materia la Argentina (1993) y la República Federal de Brasil (Código de 1991). La legislatura paraguaya sancionó una ley (1993), pero fue vetada por el Presidente. Actualmente, en el año 1998 se sancionó normativa en este sentido, siguiendo los lineamientos generales. Uruguay cuenta con proyectos de ley (paralizados) con estado parlamentario.

Así, Brasil, en el art. 4 de su Código, señala como objetivo de su Política Nacional de Relaciones de Consumo, la atención de las necesidades de los consumidores, conforme a determinados principios, especificados en su apartado "VI) Educación e información de proveedores y consumidores, en cuanto a sus derechos y deberes, con vistas al mejoramiento del mercado de consumo". También el art. 6 (Cap. II: De los Derechos Básicos del Consumidor) norma: "Son derechos básicos del consumidor: III) La información adecuada y clara sobre los diferentes productos y servicios, con especificación correcta de cantidades, características, composición, calidad y precio, así como sobre los riesgos que presenten" 

Establecido que los fenómenos de transnacionalización y globalización de la economía sitúan al consumidor en un cuadro de total desprotección, la información que se les brinde deberá efectivizar una real tutela. Complementariamente, los Estados deben proveer información sobre los diversos mecanismos que posibiliten el acceso a la justicia por parte de la parte débil, suprimiendo las preferencias de las empresas privatizadas de servicios públicos.

Para garantizar efectivamente el derecho a la información, deben coordinarse las legislaciones internas, con el fin de evitar: el abuso del medio publicitario, en el sentido de que no se respeten los valores más importantes de los seres humanos; toda distorsión sobre los productos o servicios; condicionar la adquisición de un producto a la adquisición de otro; no atender las demandas de los consumidores cuando hay stock; enviar al consumidor un producto o servicio sin solicitarlo; prevalerse de la ignorancia para imponer los productos; exigir una ventaja manifiestamente excesiva; colocar en el mercado productos que no se ajusten a las normas establecidas por los órganos competentes .

En el Quinto Congreso Internacional de Derechos de Daños, uno de los ponentes dijo: "Resulta conveniente dictar una legislación que establezca un mecanismo de financiamiento transparente y equitativo destinado a las entidades no gubernamentales que actúan en la defensa y educación de servicios".

Sería de fundamental importancia concretar el Reglamento Común del Mercosur que consagre el principio de buena fe, que es el fundamento de muchos de los derechos del consumidor. Pensamos que no sería bueno unificar bajo el mismo texto las leyes de defensa del consumidor, pero sí se deben respetar de manera insoslayable los diversos principios de los consumidores, teniendo como guía las Directrices Generales de las Naciones Unidas (1985). El reglamento que se dicte debe tener un carácter esencialmente minimalista y principista.
CONCLUSIÓN

Los consumidores tienen un derecho esencial a acceder a la información sobre la naturaleza y características de los bienes que se publicitan, ya que su consentimiento reflexivo y el equilibrio contractual dependen de la información con que éste cuenta. Ello en virtud del principio de veracidad que, aunque no expresamente, se halla comprendido dentro de la regla de la buena fe probidad prevista en el artículo 1198 del Código Civil.
El deber de información presenta particularidades que lo asimilan a un deber (fundado en ley) de índole genérica, ya sea en cuanto a su contenido, como a sus destinatarios, en efecto, todo aquel que ofrece un bien al mercado, tiene sobre si el deber de informar a todo potencial consumidor. Este deber general de información se singulariza a medida que un consumidor se acerque a la posibilidad de contratar, para una vez allí, en la relación bilateral, tomar el carácter pleno de obligación.
Si partimos de la base de que la información precontractual persigue la protección del consentimiento del consumidor, la consecuencia ha de ser permitirle la nulidad del contrato, pues el consentimiento se ha prestado desde una realidad distinta de la que la información reflejaba.
La acción será dirigida contra aquel con quien contrato, aunque el informe defectuoso provenga del fabricante.

En síntesis, a partir del reconocimiento de los derechos de incidencia colectiva en las nuevas filas de pensamiento constitucional, se ha buscado realzar la fortaleza del ciudadano común contra aquellos que estén en una posición favorable respecto de la relación contractual que celebraran luego. Uno de ellos aspectos es este, y se va abriendo hacia nuevos horizontes donde la legitimación para reclamar y el correcto consentimiento se alzan como pilares de ya no un techo, sino un piso.
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